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1) TRANSFORMACIÓN DE LOS TRIBUNALES DE FAMILIA BONAERENSES EN JUZGADOS UNIPERSONALES: Ley 14.116.  Prórroga hasta 1/12/2010. Competencia del Fuero de Familia (art.827 incs. t), v) y w) del CPCC y art.35 inc.h) de la ley 13298) y de la Justicia de Paz Letrada. 
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3) INSANIA: Determinación de capacidad. Inconstitucionalidad del art.141 Código Civil. Régimen de apoyo: Curador Oficial zonal. Aplicación analógica de la normas sobre curatela. Rendición de cuentas semestral. Revisión quinquenal de la sentencia. Resolución abierta o en “stand by”. Antecedentes.
1) TRANSFORMACIÓN DE LOS TRIBUNALES DE FAMILIA BONAERENSES EN JUZGADOS UNIPERSONALES: Ley 14.116.  Prórroga hasta 1/12/2010. Competencia del Fuero de Familia (art.827 incs. t), v) y w) del CPCC y art.35 inc.h) de la ley 13298) y de la Justicia de Paz Letrada. 

De trascendente relevancia para el Fuero de Familia bonaerense resulta la nueva ley 14.116, sancionada por el Poder Legislativo de  la provincia de Buenos Aires el 15/12/2009, promulgada por el decreto  27/10 del 6/1/2010 y publicada en el B.O. del 20 y 21/1/2010.

En primer lugar, prorroga por un año el plazo establecido en el art.94 de la ley 13634 para completar el proceso de transformación de los Tribunales de Familia bonaerenses en Juzgados Unipersonales.

Estimo apropiado recordar que el plazo primigenio establecido por la ley 13634 (B.O. 2/2/2007) (arts.92 y 94) era el 1/12/2007, sucesivamente prorrogado por las siguientes normas: 

1) Dec.3438 (B.O. 30/11/2007) hasta el 1/6/2008 

2) Ley 13.797 (B.O. 28/1/2008) hasta el 1/12/2008 (art.95 de la ley 13634)

3) Ley 13.821 (B.O. 13/5/2008) hasta el 1/12/2008 (arts.92, 93 y 95 de la ley 13634)

4) Ley 13.944 (B.O. 10/2/09) hasta el 1/12/2009 

A diferencia de las normas de prórroga mencionadas, la actual ley 14116 deja sin efecto el 2° párrafo del art.92 de la ley 13634 (texto según la ley 13821); por lo que a partir de la entrada en vigencia de esta ley todos los órganos jurisdiccionales del Fuero de Familia serán competentes en las materias contempladas en los incisos t), v) y w) del art.827 del Código de Procedimientos Civil y Comercial provincial, y en el control de legalidad de la medida de abrigo prevista en el art.35 inc.h) de la ley 13298 que crea el Sistema de protección integral de los derechos de los niños en la provincia de Buenos Aires.

Transcribo a continuación el segundo párrafo del art.92 de la ley 13634 (texto según la ley 13821), que ha sido modificado por el art.2 de la actual ley 14116:

“Artículo 92 (2° párrafo): Hasta la fecha en que efectivamente entren en funcionamiento los Juzgados de Familia; los Jueces de Menores que integran el Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil de cada jurisdicción -Jueces de la Responsabilidad Penal Juvenil y Jueces de Garantías del Joven- serán competentes en las materias establecidas en los incisos t), v) y w) del artículo 827 del Decreto-Ley 7425/68 como así también en la intervención contemplada en el artículo 35 inciso h) de la Ley 13298.”

Respecto de los Juzgados de Paz, en el art.3  de la ley 14116  se deroga el subinciso g) del inc. 1) del apartado I del art. 61 de la Ley n° 5827
 (Ley Orgánica del Poder Judicial bonaerense), estableciendo en el segundo párrafo de esta disposición que “los procesos iniciados hasta la entrada en vigencia de la presente Ley, continuarán hasta su finalización por ante los respectivos Juzgados de Paz Letrados.”
2) INDIVISIÓN POSTCOMUNITARIA: Liquidación de sociedad conyugal. Derecho real de usufructo. Cargas de la sociedad conyugal. Obligaciones alimentarias. Indivisión postcomunitaria. Activo de la indivisión postcomunitaria. Analogía con el canon locativo por el uso exclusivo del bien ganancial por uno de los cónyuges durante la indivisión
En materia de liquidación de sociedad conyugal, en la causa C. 101.208, "M. , A. S. contra T. , L.A. Liquidación de sociedad conyugal", con fecha 4/11/2009, la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires hizo lugar parcialmente al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley articulado por el demandado y en esa medida revocó la sentencia del Tribunal de Familia de San Nicolás.

La Suprema Corte de Justicia bonaerense reconoció como crédito a favor del quejoso la suma equivalente al 50% de los alquileres devengados y percibidos durante el período de indivisión postcomunitaria por la actora, a raíz del contrato de locación celebrado por ésta respecto de un inmueble -del que ambos eran usufructuarios- entre el 30 de junio de 2003 y el 30 de junio de 2005.

El debate  versó  sobre la procedencia del derecho de recompensa solicitado por el cónyuge demandado, respecto de los alquileres correspondientes a la locación celebrada con posterioridad a la disolución de la sociedad conyugal por iniciativa de la ex exposa  sobre un bien inmueble, cuyo derecho de usufructo compartían por partes iguales ambos cónyuges.

 “Dado que el ordenamiento civil reserva al usufructuario el uso y goce de la cosa sobre la que recae su derecho real, el accionado en su condición de cotitular del mismo, más allá de no haber participado en la celebración del contrato de locación […], tiene derecho a reclamar los fondos que proporcionalmente le hubieran correspondido percibir en relación al canon locativo allí estipulado”. (Voto del Dr. Héctor Negri)
“El crédito reclamado por el quejoso debe tener acogida, ya que la percepción exclusiva por parte de la accionante de los arrendamientos devengados por un inmueble cuyo uso y goce era compartido (es decir, las rentas sucesivas de un bien ganancial), acarrea el derecho a repetir la porción correspondiente de los montos aludidos a favor de su cotitular.” (voto del Dr. Juan Carlos Hitters) 

Obligaciones alimentarias

El Tribunal de Familia de San Nicolás había rechazado la existencia de recompensas a favor del esposo, al tener  por probado que los fondos provenientes del arrendamiento aludido se habían aplicado a la cancelación parcial del alquiler que se abonaba coetáneamente por el departamento en el que residían los tres hijos menores de edad del matrimonio, “lo que constituye una carga de la sociedad conyugal (art. 1275 inc. 1, Cód. Civ.)”.

La Suprema Corte de Justicia dio la razón al quejoso, por considerar que se había aplicado incorrectamente en la especie el art. 1275 inc. 1 del Código Civil al imputar las sumas correspondientes a los cánones locativos percibidos por la actora al pago del alquiler del inmueble en el que habitaban los 3 hijos menores de los ex cónyuges, ya que “no puede decirse que los gastos de manutención familiar (destinados a cubrir la vivienda de los hijos entre el 1º de julio de 2003 y el 31 de junio de 2005) son ‘cargas de la sociedad conyugal’ cuando ésta fue tenida por disuelta a partir del 28 de marzo de 2001 (conf. art. 1300, Cód. Civ.)”.

“El desacierto legal se configuró en autos en la medida que, operada la disolución de la sociedad conyugal el 28 de marzo de 2001, mal podría considerarse la vigencia del régimen de cargas que ésta impone respecto a gastos o deudas contraídas con posterioridad (conf. Fassi, Santiago y Bossert, Gustavo A., "Sociedad conyugal", pág. 240, Edit. Astrea, Buenos Aires, 1978), de ahí que las sumas percibidas por el contrato locativo al que ya hiciera referencia y que databa del mes de julio de 2003, no pueden ser imputadas al pago de las mismas, ya que, sostener lo contrario, importaría extender la obligación prevista por el art. 1275 del Código Civil.” (voto del Dr.Héctor Negri)

“Pero rigen los arts. 207 a 209 y 271 del citado ordenamiento fondal (conf. asimismo art. 6, ley 11.357), sobre las obligaciones alimentarias subsistentes, que se reparten en proporción a los respectivos bienes sujetos a partición (Cifuentes, Santos [Dir.], "Código Civil...", ob. cit., p. 222).”

“Esta hermenéutica se ve ratificada por lo normado en el art. 1300 del Código Civil al disponer que durante la separación, el marido y la mujer deben contribuir a su propio mantenimiento y a los alimentos y educación de los hijos, en proporción a sus respectivos bienes”. (voto del Dr.Hitters)

Indivisión postcomunitaria

En el voto del Dr. Juan Carlos Hitters, que adhiere al voto que antecede del Dr.Héctor Negri, se efectúan algunas aclaraciones adicionales sobre el período de indivisión postcomunitaria, de “duración variable”,  que se extiende “a partir de la extinción de la sociedad conyugal (arts. 1291, 1306 y ccs., Cód. Civ.) y hasta la partición efectiva de los bienes”

“Durante dicha fase se desarrolla la tarea de liquidación, a fin de determinar los bienes propios de cada cónyuge, la porción que les corresponde sobre los gananciales, así como los créditos y compensaciones pertinentes en caso de que cada cónyuge se hubiera enriquecido con bienes de la sociedad o, viceversa, si ésta se hubiera visto favorecida por aplicación de bienes propios (arts. 1259, 1260, 1280, 1299, 1315, 1316 bis y ccs., Cód. Civ.).” 

Activo de la indivisión postcomunitaria:

Agrega el Dr.Hitters que “durante el estado indivisión postcomunitaria se forma un activo compuesto no sólo por los bienes gananciales existentes al tiempo de la disolución de la sociedad, sino también ‑en lo que aquí respecta‑ por los frutos, rentas y productos de aquéllos, hasta la efectiva partición”

Recuérdese que los frutos, rentas y productos de los bienes gananciales integran el activo de la indivisión, porque su carácter accesorio les hace seguir la suerte del principal. Diversa es la situación en el caso de los frutos, rentas y productos de los bienes propios, de los frutos civiles del trabajo, profesión o industria de unos de los cónyuges, que le pertenecen exclusivamente a él desde la disolución de la sociedad conyugal (art.1301 Código Civil).
Analogía con el canon locativo por el uso exclusivo del bien ganancial por uno de los cónyuges durante la indivisión

“Esta Corte ha tenido oportunidad de señalar que mientras dura dicha etapa de indivisión, uno de los cónyuges tiene derecho a reclamar del otro el pago de un alquiler por el uso exclusivo que el último hace de un bien de carácter ganancial susceptible de locación. Derecho que no puede verse frustrado por la condición de culpable en el reclamante o por la tenencia que ejerce el otro de hijos menores, ni tampoco por los gastos de mantenimiento, que serán tenidos en cuenta al fijar el monto de la compensación (Ac. 34.920, sent. del 17‑XI‑1987)”. 

3) INSANIA: Determinación de capacidad. Inconstitucionalidad del art.141 Código Civil. Régimen de apoyo: Curador Oficial zonal. Aplicación analógica de la normas sobre curatela. Rendición de cuentas semestral. Revisión quinquenal de la sentencia. Resolución abierta o en “stand by”. Antecedentes.
En materia de protección integral de los derechos de las personas con discapacidad, específicamente en materia de discapacidad mental (caso de un joven con psicosis esquizofrénica), la justicia de familia marplatense ha dado un paso más en el tránsito entre el paradigma de la sustitución de la voluntad (que caracterizó al modelo de protección del Código Civil) y el paradigma basado en la toma de decisiones con apoyos y salvaguardas del art.12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (ONU), aprobado por la ley 26.378 (B.O.: 9/6/2008) y ratificada el 2/9/2008.
En un expediente sobre determinación de capacidad y en el marco de la adecuación de la legislación y prácticas a la nueva Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (art.4), la magistrada Dra. María Graciela Iglesias, integrante del Tribunal de Familia N° 1 de Mar del Plata, con fecha 22/10/2009 en los autos caratulados "D., E. s/ Insania y curatela”, expediente  Nº  22.272, resolvió: 

1)Declarar la inconstitucionalidad para el caso concreto  del art. 141 del Código Civil por contravenir preceptos de raigambre constitucional referidos al reconocimiento de la personalidad jurídica (Art.75  inc.  22 de la Constitución Nacional, arts. 3 ,8,y 25  de  la  Convención  Americana  de  Derechos  Humanos, art.16 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, Art 27  de la  Convención  de  Viena,  y art.9 y 12 de la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad). 

2) Establecer un régimen de apoyo para el causante con discapacidad mental respecto de  los actos  patrimoniales que no ejerce por sí (arts.9 y 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la ley 26378, art.16 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art.3 Convención Americana de Derechos Humanos. 

Recuérdese que el art.12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad reafirma que las personas con discapacidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de su capacidad jurídica. Los Estados Parte reconocen la personalidad jurídica de las personas con discapacidad, así como su capacidad jurídica y de obrar en igualdad de condiciones con los demás en todos los ámbitos de su vida. En los párrafos 3 y 4 los Estados se comprometen a proporcionar a las personas con discapacidad el apoyo que puedan  necesitar para ejercer su capacidad jurídica, así como salvaguardias adecuadas y efectivas para evitar abusos.
3) Disponer un régimen de representación al  solo  efecto  patrimonial que será ejercido por el Curador  Zonal, aplicando analógicamente  las  normas  de  la  curatela (arts. 468 y sgtes. del C.Civil).
Afirma la magistrada que el causante “no requiere un  modelo de sustitución de representación, pero debo observar que ante  la  ausencia  de  apoyos  vigentes en el contexto local  en el que se desenvuelve, el curador zonal puede constituirse  en  un  apoyo  en  el sentido dado por la Convención   de   los  Derechos  de  las  Personas  con discapacidad ( art. 12 CDPD)”

4)  Establecer que en caso de conflicto de intereses entre el  causante y el Curador Zonal  a cargo del  régimen de apoyo, se deberá  dar inmediata  intervención  al Tribunal de Familia. 

5) Establece  como  salvaguarda que el  Curador Zonal de cuenta de su actuación cada seis meses y por el plazo de cinco años ante el mismo Tribunal. (art. 458 y sgtes. del C.C y 649 y sgtes. del C.P.C.C.)

6) Los actos de disposición deberán ponerse en  conocimiento  del Tribunal para el ejercicio de  la  función  tuitiva  de  los  derechos  del  causante. 

7) La  extensión  del  régimen  de  apoyo alcanza a  todos  los  actos  en los que  el  causante requiera   explicaciones,   integrar    consentimiento, convalidar su decisión. 

8)  La  vigencia de la  sentencia  mantendrá   una vigencia de cinco años a partir de su  notificación,  a cuyo término se deberán  evaluar  sus  cláusulas con miras al  ejercicio  pleno  de la capacidad jurídica del causante.

Resolución abierta o en “stand by”
En este punto, considero de interés el concepto de “resolución en stand by o abierta” utilizado por la magistrada marplatense en su fallo: 

“La Convención  Internacional  impone el  reconocimiento  de la capacidad jurídica del sujeto, variando  el concepto normativo a través de ella de la premisa capacidad - incapacidad , si bien dado que  aún no  se  modificado  la  legislación  interna, se  debe conjugar  la  operativa  de  las  disposiciones  de  la convención internacional con el marco legal actual. Tal como dijera  en  la  sentencia  de L.B.  Expte  1863, coincido con el Doctor Marfil Andrés, Juez del  primera Instancia civil y comercial de la ciudad de  Federación, en que no  es  posible  dejar  en  manos  de  la  curadora definitiva  la  continuidad  del   proceso   intentado: ‘pueden y  deben  fijarse medidas de control, someter a plazos la  resolución  o  hacer  actuar dinámicamente a diversos operadores,  al  curador  que  se  designe,  trabajadores  sociales,  organismos  estatales  y para-estatales según  sea el supuesto. Lo importante es que, si el caso no amerita darle finiquito,  no  hay  que  hacerlo;  a veces dejar  la resolución en Stand -By o abierta para control permanente es lo adecuado’. Revista de Derecho de Familia Interdisciplinaria de Doctrina  y Jurisprudencia 2008-3, p g.111.”

En el marco del art.12 (toma de decisiones con apoyo y salvaguardas) de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la resolución abierta y  la continuidad  del  control  por  parte  del Tribunal opera como  una   salvaguarda  adecuada y efectiva para evitar posibles abusos en la gestión y disposición del patrimonio. Pues lo que la Convención exige es que el apoyo se sustente en la confianza, se proporcione con respeto, y en ningún caso en contra de la voluntad de la persona con discapacidad.  
Antecedentes

En línea con la resolución adoptada por la jueza del fuero de familia marplatense, cabe mencionar los siguientes antecedentes jurisprudenciales que se destacan en el proceso de adecuación del derecho interno a los mandatos del derecho internacional de derechos humanos en la materia:
Sentencia del Juzgado en lo Civil y Comercial de Federación (Entre Ríos)  en la causa "S., J. A. S/Inhabilitación", sobre incapacidad relativa de un joven con Síndrome de Down - 18/5/2007

Sentencia de la magistrada María Graciela Iglesias del Tribunal de Familia Nro.1 de Mar del Plata en la causa "“B., M.E. s/ INSANIA y CURATELA”, en la que se valora especialmente la capacidad funcional residual de la persona. En este fallo la jueza marplatense declara incapaz a una mujer -madre de tres hijos adolescentes- para dirigir su persona y bienes con excepción de los actos derivados del ejercicio de la patria potestad, bajo régimen de curatela para su protección. Los actos derivados del ejercicio de la patria potestad serán integrados con el curador (padre de la mujer), encontrándose bajo la órbita de la curatela los que se refieran a la disposición de bienes, administración de los bienes de los hijos, usufructo o gravamen de los mismos - 10/5/2006

Sentencia de la magistrada Dolores Loyarte del Tribunal de Familia Nro.2 de Mar del Plata en la causa "N., D. A. s/Inhabilitación" sobre inhabilitación judicial de una persona con Sindrome de Dowm y curatela compartida  a cargo de ambos progenitores. Inconstitucionalidad de oficio. Aplicación analógica de la normativa sobre patria potestad - 26/12/2006
Sentencia sobre CURATELA COMPARTIDA dictado por la magistrada María Graciela Iglesias del Tribunal de Familia Nro.1 de Mar del Plata, en el Expte. N°14820, en los autos caratulados "F., N.O.s/ INSANIA y CURATELA”, el 30/4/2008: Se nombraron curadoras definitivas a las dos hermanas  del hermano declarado incapaz.
Sentencia dictada por la jueza María Graciela Iglesias del Tribunal de Familia N°1 de Mar del Plata, con la intervención la Asesora de Incapaces Mónica Cotroneo, en la que se declara la inconstitucionalidad del art.152 bis del Código Civil, en los autos caratulados "B., L. S/ Inhabilitación"  - 6/5/2009

Sentencia dictada por la jueza María Graciela Iglesias (Asesora de Incapaces: Dra.Silvia Fernández), en el que  se rechaza la solicitud de insania y curatela, cuya finalidad era obtener el beneficio previsional dispuesto por la ley 10205 (“L, A.A.L. s/Insania”). El fallo deniega la solicitud de interdicción y el pedido  de designación de curador sustitutivo de la voluntad del causante efectuado por el progenitor con la finalidad de viabilizar la finalización del trámite de pensión (ley 10205) en beneficio del hijo con discapacidad. Pues, en el marco de la nueva Convención sobre de los Derechos de las Personas con Discapacidad, para la tramitación y percepción del beneficio de pensión no resulta necesario la iniciación del proceso insania, atento a la desproporción existente entre el proceso de incapacitación y la obtención de una pensión por discapacidad - 4/12/2009
 

� ARTICULO 61 de la Ley 5827: (Texto según Ley 13645) I- Los Jueces de Paz Letrados de los partidos de Almirante Brown, Avellaneda, Berazategui, Berisso, Ensenada, Esteban Echeverría, Ezeiza, Florencio Varela, Hurlingham, Ituzaingó, José C. Paz, Lanús, Malvinas Argentinas, Merlo, Presidente Perón, San Fernando, San Miguel, Tres de Febrero, Tigre y Vicente López, conocerán:


1-     De los siguientes procesos: 


a)      Cobro de créditos por medianería.


b)      Restricciones y límites al dominio o sobre condominio de muros y cercos y en particular los que se susciten con motivo de la vecindad urbana o rural.


c)      Deslinde y amojonamiento.


d)      Beneficio para litigar sin gastos en los procesos que corresponde tramitar ante los mismos.


e)      Medidas preparatorias de los procesos de conocimiento y prueba anticipada.


f)        Apremios.


g)      (INCISO DEROGADO POR LEY 14116) En materia de familia, la establecida en el Artículo 827° del Código Procesal Civil y Comercial, que no se haya especificado en los demás incisos de este Artículo.


� Doctrina y jurisprudencia citada en el voto del Dr.Hitters: Belluscio, Augusto C., "El régimen de la sociedad conyugal en el período de su liquidación" en Revista Notarial, nº 848, 1980, p. 32;  Cám. Nac. Civil, Sala F, "Rodríguez de Calcagno", sent. del 10 VIII 1976, "El Derecho", 71 223, cit. por Cifuentes, Santos [Dir.], "Código Civil Comentado y Anotado", "La Ley", 2º ed., t. III, p. 219.


� Actualidad en Derecho de Familia, AbeledoPerrot Buenos Aires, 2009-7.


� Actualidad en Derecho de Familia, AbeledoPerrot Buenos Aires, 2010-2.





